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: 
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Tema                              : 
Improcedencia del principio de condición más beneficiosa frente al tránsito de legislación del artículo 39 original de la Ley 100/93 y la Ley 860/03 que modificó dicho artículo, con relación a la concesión de la pensión de invalidez. En otras palabras, la norma aplicable es la que rige al momento de estructurarse la pensión de invalidez.   
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SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0082
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los veintisiete (27) días del mes de agosto del año dos mil nueve (2009), siendo las cinco de la tarde (05:00 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligenciase reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor ELEAZAR TOVAR en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:
Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 26 de junio de 2009 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.

I. LA DEMANDA
1. Pretensiones:


Que se confirme la pensión de invalidez al demandante por parte del Instituto de Seguros Sociales.

Que se ratifique el fallo de tutela proferido el 27 de agosto de 2008, por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito, en el que se condenó al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES al reconocimiento de la pensión de invalidez a favor del señor ELEAZAR TOVAR. 
Que se condene a la entidad a pagar el retroactivo pensional a partir del 13 de abril de 2004 fecha de estructuración de la invalidez, en aplicación al Artículo 39 de la Ley 100 de 1993, los intereses de mora, costas del proceso y agencias en derecho.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que nació el 14 de julio de 1951; que el 13 de abril de 2004 fue calificado por LA JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, con una pérdida de capacidad laboral de 69.60%.

Que solicitó a la entidad accionada el reconocimiento de la pensión de invalidez por cumplir con los requisitos legales – Artículo 39 de la Ley 100 de 1993-, solicitud que le fue negada con fundamento en el Artículo 1 de la Ley 860 de 2003 por no acreditar el 20% la fidelidad al sistema y por haber cotizado únicamente 32 semanas durante el año anterior a la fecha de estructuración de la invalidez.
Mediante recurso de reposición, el actor solicitó el reconocimiento y pago de la pensión de invalidez, dicho recurso fue resuelto desfavorablemente mediante Resolución N° 001355 del 21 de agosto de 2007, en la que aduce la entidad que de acuerdo con la historia laboral reporta 32 semanas en los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez,
Manifiesta además el demandante que interpuso acción de tutela ante el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Pereira, el cual decidió concederle la pensión de invalidez de manera transitoria, con fundamento en el Artículo 39 original de la Ley 100 de 1993, en virtud del principio de progresividad y favorabilidad. Y que por la transitoriedad del fallo de tutela, acude a la justicia ordinaria para que este sea confirmado.

Aduce el actor que cumple con las exigencias del original Artículo 39 de la Ley 100 de 1993, pues acredita 32 semanas en los tres años anteriores a la fecha de estructurarse su invalidez, por lo tanto tiene derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez con base en esa disposición.
II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos relatados en la demanda, pero afirma que la norma aplicable al caso del demandante es la Ley 860 de 2003, vigente a la fecha de estructurarse su invalidez. Se opuso expresamente a las pretensiones de La demanda y excepcionó “PRESCRIPCIÓN”, “INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES DEMANDADAS”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “BUENA FE” y “LA GENÉRICA”

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió acceder a las pretensiones de la demanda impetrada por el señor ELEAZAR TOVAR en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y condenar en costas a la parte demandada.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que la situación se centra en  determinar si “puede el señor Eleazar Tovar recibir del Instituto de Seguros Sociales la pensión de invalidez que reclama de manera permanente, a pesar de no acreditar los requisitos que la norma vigente para el momento de estructuración de tal invalidez establece” lo que conlleva al examen de la normatividad vigente y que implica además tener en cuenta los principios constitucionales invocados en la demanda, porque si bien el demandante no acreditaba los requisitos de la Ley 860 de 2003, para acceder a la pensión de invalidez, también lo es, que la condición más favorable o benéfica que encuentra completamente garantía con la aplicación del principio de favorabilidad, de raigambre no solo constitucional sino también legal, y que conlleva a determinar, en cada caso concreto, cual es la norma mas ventajosa que se debe aplicar, razón por la cual se hace necesario acudir a las normas que anteceden a la Ley 860 de 2003, es decir la ley 100 de 1993.

IV. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte demandada  presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado por considerar que no es aplicable la condición más beneficiosa al caso de marras por cuanto hay ley concreta que lo regula, además el demandante no reunió la densidad de semanas requeridas por la Ley 100 de 1993, para acceder al beneficio pensional deprecado. Por esa razón solicita que se revoque la decisión tomada por el juez en primera instancia y se ordene al actor la devolución de los dineros pagados en cumplimiento del fallo de tutela.

V. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

De los hechos que soportan la demanda, las pruebas que obran en el proceso y los fundamentos de la apelación, se desprende que el (los) problema(s) jurídico(s)  por resolver es (son) el (los) siguiente(s):

· ¿De acuerdo a la jurisprudencia, es procedente la aplicación del principio de la condición más beneficiosa frente al cambio de legislación suscitado entre el artículo 39 original de la Ley 100/93 y la Ley 860 de 2003 que reformó dicha norma, para efectos de la concesión de la pensión de invalidez?

· ¿Cuándo la invalidez se estructura en vigencia de la Ley 860/03, pero las cotizaciones al sistema se vienen haciendo desde antes de entrar en vigencia dicha regulación, cuál es la norma aplicable?

3. De la aplicación del principio de la condición más beneficiosa en materia de pensión de invalidez: 

Sobre la aplicación del principio de la condición más beneficiosa en materia de pensión de invalidez, esta Sala ya ha tenido oportunidad de pronunciarse en asuntos similares de la siguiente manera: 

“Ninguna discusión amerita el asunto de la normatividad aplicable a la pensión de invalidez, pues se ha decantado suficientemente que debe regirse por la legislación vigente al momento de la estructuración, que es cuando nace el derecho a la prestación pensional por pérdida de la capacidad laboral. Lo que ha entrañado múltiples complicaciones al tema, son las excepciones a esa regla general de determinación de la norma reguladora del derecho, puntualmente la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, en virtud del cual se ha determinado en múltiples oportunidades, que resulta posible acudir a una legislación anterior, con el fin de determinar la concesión o no de la gracia pensional.

En virtud de ese principio básico de la seguridad social, se ha determinado que, por ejemplo, personas que en vigencia del Acuerdo 049 de 1990 o del texto original de la Ley 100 de 1993, han cumplido con el requisito de la densidad de cotizaciones y el hecho incapacitante sobreviene con posterioridad al cambio legislativo, pueden acceder a la prestación económica respectiva en aplicación de la antigua normatividad, siempre que el total de aportes requerido se haya efectuado en vigencia de ese cuerpo legal.

Sin embargo, estima la Colegiatura pertinente aclarar que la aplicación de este principio debe restringirse a los eventos en los que se presenta un cambio no de leyes, sino de sistema, es decir, se modifique la organización, bases filosóficas, prestaciones, entidades y demás aspectos que conforman todo el conjunto de la seguridad social y el legislador no prevea un régimen transicional para evitar el dislate de los intereses de los afiliados del mismo.

Esto es, precisamente, lo que ocurrió cuando el 1º de Abril de 1994, entró en vigencia la Ley 100 de 1993, que traía consigo una profunda reforma estructural del sistema, cambiándose sus bases axiológicas, los sub regímenes pensionales, ingresándose a nuevos entes como administradores de pensiones y, en general, presentándose una reforma del sistema en todas sus formas, prestaciones y demás. En esa oportunidad, el legislador tuvo a bien establecer unas normas transicionales, pero encaminadas únicamente a la protección de ciertos aspectos de la pensión de vejez, mas nada se dijo respecto a las prestaciones por invalidez o muerte, caso en el cual, para no afectar derechos pre-adquiridos o legitimas expectativas, se ha dispuesto pacíficamente, como se dijo antes, la aplicación del mentado principio de la condición más beneficiosa.

Sin embargo, no puede ocurrir igual situación o darse igual tratamiento al cambio legislativo ocurrido, entratándose de la pensión de invalidez, con las Leyes 797 y 860 de 2003, pues el sistema en su estructura toral permanece incólume y lo que ocurrió fue que, el legislador haciendo uso de la configuración legislativa que tiene respecto de los derechos sociales, como lo es el de la seguridad social, decidió, atendiendo motivos de sostenibilidad y equilibrio en la financiación del sistema, incrementar los presupuestos para acceder a la pensión de invalidez. Y si bien no se estableció un régimen de “transición” o término de acoplamiento de ambos cuerpos normativos no resulta posible la aplicación del principio de la condición más beneficiosa.

Recientemente, la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Laboral se pronunció sobre el asunto en cuestión, apoyándose entre otras, en las siguientes consideraciones:

“Por lo demás, no hay lugar a la aplicación de la condición más beneficiosa cuando la persona que se invalida en vigencia del artículo 1° de la Ley 860 de 2003 no cumple los requisitos previstos en esa normatividad, pero sí las 26 semanas del artículo 39 de la Ley 100 de 1993 en su redacción original. 

En efecto, el principio de la condición más beneficiosa en materia pensional ha tenido extensa aplicación por parte de la jurisprudencia, respecto a aquellas personas que habiendo cumplido con un nivel elevado de cotizaciones antes de la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones, (150 semanas de cotización dentro de los 6 años anteriores a la fecha del estado de invalidez, ó 300 semanas en cualquier época con anterioridad a ese estado) tal como lo determinaba el artículo 6° del Acuerdo 049 de 1990 del I.S.S., no cumplían con las 26 semanas para el momento de la invalidez o de la muerte exigidas por la Ley 100 de 1993, pero en razón a que se consideró que la nueva legislación traía una exigencia menor en número de cotizaciones respecto de la legislación anterior. 

Sin embargo, esta no es la situación que surge en el evento de la Ley 860 de 2003 frente al artículo 39 original de la Ley 100 de 1993, por cuanto esta última exigía niveles de densidad de cotizaciones bajos en relación con los más exigentes pretendidos por el legislador en la nueva disposición”
(negrillas para destacar).

Se restringe entonces la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, al cambio de sistema general de seguridad social presentado entre el Acuerdo 049 de 1990 y la Ley 100 de 1993, por presentar este último régimen un promedio de exigencia, en cuanto a cotizaciones, más bajo que el primero, tornándose en este caso, en un exabrupto la no concesión de una pensión cuando se habían cotizado un número mucho mayor a las exigidas, pero en un período distinto al exigido por la Ley.

Sin embargo, como en el transito legislativo de la Ley 100 a la 860, los presupuestos, en cuanto a densidad se incrementaron y se adicionó además otro requisito como lo es el de la fidelidad al sistema, no es posible, como regla general,  hablar de condición más beneficiosa, sino que es menester que se cumplan los presupuestos establecidos en este último cuerpo normativo, salvo en aquellos asuntos en los cuales existe un muy breve período de tiempo entre la entrada en vigencia de la rememorada legislación y la fecha de estructuración de la invalidez, como lo ha hecho en sede de tutela, la Corte Constitucional, aunque en aplicación de criterios diferentes a los de la condición más beneficiosa, encaminando el asunto mas bien a la progresividad de los derechos sociales e inaplicando la legislación vigente, para acudir a una anterior. En pronunciamiento reciente, el máximo órgano guardián de la Constitución expresó:

“Sobre este particular, en apartados anteriores de esta decisión se han expuesto a profundidad los argumentos que ha tenido en cuenta la Corte para concluir, en distintas decisiones, que las modificaciones legislativas al régimen de pensión de invalidez contenidas tanto en la Ley 797/03 como en la Ley 860/03, se muestran injustificadamente regresivas. Ello en la medida que (i) imponen requisitos más gravosos para el acceso a la prestación económica en comento; (ii) no están fundadas en razones suficientes que faculten al Congreso para disminuir el nivel de protección; (iii) afectan con una mayor intensidad a personas que por su avanzada edad y situación de discapacidad, son sujetos de especial protección por parte del Estado; y (iv) no contemplan medidas adicionales que busquen evitar la afectación desproporcionada de los intereses jurídicos de los afiliados al sistema al momento de la modificación legal, entre ellos un régimen de transición. 

En segundo término, para que el amparo constitucional proceda en los casos analizados deberán comprobarse circunstancias de índole fáctica, las cuales tendrán que concurrir ineludiblemente en cada evento concreto, como presupuesto para que el juez de tutela proteja los derechos fundamentales invocados. Así, en primer lugar, en cada caso deberá estarse ante los supuestos que la jurisprudencia constitucional ha previsto para la inminencia de un perjuicio irremediable, habida cuenta que la discusión sobre derechos laborales en un asunto que, de manera general, es de competencia de la jurisdicción ordinaria. Como segunda medida, debe acreditarse que la falta de reconocimiento y pago de la pensión de invalidez tiene efectos incontrovertibles en términos de vulneración del derecho fundamental al mínimo vital del afiliado. En ese sentido, deberá comprobarse la conexión necesaria entre el pago de la prestación económica y la consecución de las condiciones materiales que garanticen la subsistencia del interesado. De esta manera, en caso que se demuestre que el afiliado cuenta con otras fuentes de ingreso, distintas a la pensión solicitada, el amparo resultará improcedente ante la falta de inminencia de un perjuicio irremediable.

Finalmente, deberá comprobarse por parte del juez constitucional que la aplicación de las normas resultantes del tránsito normativo resulta irrazonable para el caso concreto. Para este efecto, servirán de criterios indicadores de esta afectación, entre otros (i) la cercanía en el tiempo entre la fecha en que se estructura la invalidez y la modificación normativa que impone condiciones más estrictas para el reconocimiento y pago de la prestación; y (ii) el cumplimiento en el caso concreto de las condiciones que exigía la Ley 100/93, en su versión “original”, para que el asegurado tuviera acceso a la pensión de invalidez una vez acaecido el hecho que configura la discapacidad inhabilitante para el empleo”
.(negrillas para destacar)

No hay choque entre una posición y otra, como podría pensarse en un primer momento, pues el enfoque constitucional constituye una morigeración, bajo unos supuestos concretos y en casos específicos, de la perspectiva adoptada por la jurisdicción ordinaria, es decir, se trata simplemente de una armonización  constitucional de la interpretación que debe darse a la vigente legislación, para que se salvaguarden derechos fundamentales de personas que puedan resultar afectadas con la nueva legislación.

De las anteriores disertaciones, se pueden extractar, a manera de conclusiones, las siguientes:

· La regla general es que la pensión de invalidez se gobierne por la legislación vigente al momento de la causación del infortunio que impide laborar.

· Puede excepcionarse esa regla general, en virtud del principio de la condición más beneficiosa, cuando se trata de un cambio de fondo o sustitución del sistema de seguridad social en pensiones y el nuevo contempla unos requisitos más benevolentes que, sin embargo, no se cumplen por el beneficiario, pudiéndose acudir a la normatividad anterior, en vigencia de la cual se cumplieron los presupuestos establecidos para causar la gracia pensional.  

· Cuando no se trata de una sustitución del sistema, sino que es un simple cambio de leyes, exigiendo la nueva obra legal mayores presupuestos que la anterior, es posible que, bajo condiciones especiales de cercanía entre la estructuración y el cambio legislativo, se acuda a las normas anteriores, pero no en aplicación de la condición más beneficiosa, sino en virtud del carácter progresivo de los derechos sociales.

· Estas dos últimas hipótesis, tienen cabida siempre que la ulterior legislación no contemple algún mecanismo de transición, pues de ocurrir esto, esas normas serán las que establezcan la forma de aplicación de la antigua legislación. 

Con estas pautas, pasará a analizarse el caso concreto:

A través del dictamen visible a folios 19 y ss de la actuación, la Junta Regional de Calificación de Invalidez encontró que el señor Ospina Osorio tenía una incapacidad equivalente al 9.60%, de origen común y con fecha de estructuración el 7 de julio de 2006. Dicho concepto médico especializado, fue recurrido en reposición por el apoderado del calificado y, mediante acto administrativo del 12 de febrero de 2007 –fls. 28 y ss-, se modificó el dictamen, estableciéndose una incapacidad correspondiente al 52.73%, con igual origen y fecha de estructuración.

Al no presentarse discusión alguna respecto a la fecha de estructuración, se tiene que decir que conforme a ella, la legislación que resulta aplicable es el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, que modificó el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, bajo la cual no se cumplieron los presupuestos, según lo afirmó el apoderado de la parte actora en el hecho 2 de la demanda (fl. 3), pretendiendo que se acuda a la redacción original de la Ley 100 de 1993, en la cual se satisficieron a plenitud los presupuestos exigidos, siendo ello una condición más beneficiosa.

Teniendo en cuenta que en el transito legislativo que dispuso el legislador, al crear Ley 860 de 2003, se incrementaron los presupuestos de cotización frente a la norma anterior, estima esta Colegiatura que siguiendo los lineamientos anteriormente fijados, no es posible que se eche mano del principio de la condición más beneficiosa, porque no es un cambio de sistema en su fondo, sino que se trata apenas de una variación en cuanto a presupuestos para el acceso a una prestación, siendo esos requisitos mayores a los anteriores, medida legislativa que se fundamenta, como ya se dijo, en la sostenibilidad del sistema y en la necesidad de, a través de la rigorización de los presupuestos, lograr la materialización del principio de la universalidad, esto es, la ampliación de la cobertura a todos los sectores de la población, debiéndose también entender esto en armonía con el principio de progresividad de los derechos sociales, no interpretada solamente como la reducción o merma paulatina de los presupuestos para su acceso, sino también como la protección progresiva de todas las personas. Así lo dijo la Corte Suprema de Justicia recientemente:

“El juicio de progresividad comparando lo que ofrece la legislación nueva respecto a la anterior, no puede responder a una mera racionalidad del interés individual que se examina, sino que en correspondencia con la naturaleza de la seguridad social, debe atender la dimensión colectiva de los derechos tanto de los que se reclaman hoy como de los que se deben ofrecer mañana.

Según señalan los convenios internacionales que fundan la seguridad social, ésta debe entenderse como una economía del bienestar justa que comprenda a las generaciones presentes, pasadas y futuras. A manera de ilustración, el numeral 3° del artículo 12 del Código Iberoamericano de Seguridad Social aprobado por la Ley 516 de 1999 establece que ‘3. Los Estados ratificantes recomiendan una política de racionalización financiera de la Seguridad Social basada en la conexión lógica entre las diferentes funciones protectoras de ésta, la extensión de la solidaridad según sus destinatarios, y la naturaleza compensatoria o sustitutiva de rentas de sus prestaciones, que guarde la debida concordancia con las capacidades económicas del marco en que debe operar y basada en el adecuado equilibrio entre ingresos y gastos y la correspondencia, en términos globales, entre la capacidad de financiación y la protección otorgada’. 

La deliberada voluntad del legislador en las reformas introducidas al sistema pensional con las leyes 797 y 860 de 2003, propenden a asegurar un equilibrio financiero, de manera que los niveles de protección que hoy se ofrezcan, se puedan mantener a largo plazo”
 (negrillas para destacar).

Lo anterior además, encuentra afincamiento en el citado –por la Corte- Código Iberoamericano de la Seguridad Social, en su artículo 9º, al establecer que “El derecho a la Seguridad Social debe extenderse de forma progresiva a toda la población (…)”, lo que sin duda se logra a través de la adopción de medidas que, bien pueden incrementar las exigencias, pero a su vez aseguran una mayor cobertura poblacional.

Así las cosas, al no satisfacer el promotor de la contienda jurídica, los presupuestos establecidos en la Ley 860 de 2003, vigente al momento de la causación del infortunio, no es posible que acceda al beneficio pensional por invalidez. 

Tampoco es posible que, aplicando la doctrina constitucional anteriormente referida, el señor Ospina Osorio acceda a la gracia pensional pretendida, pues se observa que la estructuración de la invalidez ocurrió el 7 de julio de 2006, esto es, más de 2 años y medio después de la entrada en vigencia de la Ley 860 de 2003 -29 de diciembre de 2003-, por lo que no es predicable un trato diferencial o especial, en los términos referidos por el Tribunal Constitucional.  

Corolario de lo anterior entonces, estima pertinente la Sala recoger su anterior posición sobre la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, estableciéndose como nueva línea la asentada en este proveído y, consecuentemente, se revocará la decisión de primer grado, absolviéndose al Instituto demandado”. (Subrayas nuestras) (Sentencia del 29 de enero de 2009, Magistrado Ponente Dr. FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES, Sala Laboral Tribunal Superior de Pereira, Demandante: Manuel Salvador Ospina Osorio, Demandado: Instituto de Seguros Sociales, radicación No. 66001-31-05-003-2007-00611-01).  

Teniendo en cuenta la similitud de los presupuestos fácticos del caso tratado en esa oportunidad con los hechos que sustentan el presente proceso, en respeto del precedente horizontal, es perfectamente aplicable la posición jurisprudencial transcrita al caso en cuestión.

En efecto, no existen discusión alguna respecto a la fecha de estructuración de la invalidez del señor Eleazar Tovar, surgida el 13 de abril de 2004, de modo que la norma aplicable, sin lugar a dudas, a efectos de determinar la concesión de la pensión de invalidez es la Ley 860 de 2003, sin que sea posible ni por aplicación del principio de condición más beneficiosa ni por aplicación del principio de progresividad de los derechos laborales, acudir al artículo 39 original de la Ley 100 de 1993 como tácitamente lo pretende el demandante y como efectivamente lo hizo la a-quo, porque i) con relación al principio de condición más beneficiosa sólo es posible su aplicación por cambio de legislación de un sistema de seguridad social a otro pero no por el mero tránsito de una norma a otra dentro del mismo sistema; y, ii) con relación al principio de progresividad de los derechos laborales, sólo tiene cabida cuando hay una proximidad entre la fecha de estructuración de la invalidez con la entrada en vigencia de la nueva ley, lo que no ocurre en este caso, toda vez que entre una y otra hubo una diferencia de casi cuatro meses aproximadamente. 


Y no es viable darle tal crédito a la sentencia de tutela
 traída a colación por la a-quo, para acceder a las pretensiones del demandante, porque como es bien sabido, los fallos proferidos por el máximo Tribunal constitucional en su función de revisión, sólo tienen efectos inter partes, esto es, constituyen para el fallador valiosa pauta auxiliar, pero en modo alguno criterio obligatorio, en armonía con lo establecido por el artículo 230 Superior.

Aclarado lo anterior y recogiendo los argumentos expuestos en la contestación  de la demanda por el apoderado del instituto demandado, en relación a la normatividad aplicable al caso de marras, se analizará el cumplimiento por parte del demandante de los requisitos establecidos por la Ley 860 de 2003, para acceder al beneficio pensional como consecuencia de la invalidez causada por la enfermedad que padece, veamos:

“ARTÍCULO 1° LEY 860 DE 2003. Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones:

 

1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y su fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.

 

(…) “.
El requisito relacionado con el estado de invalidez se encuentra plenamente acreditado con el documento visible a folio 73, remitido directamente por la entidad demandada, donde consta una pérdida de la capacidad laboral del 69.60%, con fecha de estructuración el 13-04-2004.
Ahora bien, en lo que concerniente con la densidad de cotizaciones se colige que entre el 12 de abril de 2004 (fecha de estructuración de la invalidez) y el 12 de abril de 2001 (3 años anteriores a la estructuración de la invalidez), el señor cotizó un total de 47.142857 semanas, tal y como se desprende del contenido de la historia laboral visible a folio 32, guarismo que resulta inferior al exigido, lo que a todas luces indica que no es posible acceder a la pensión de invalidez deprecada, siendo innecesario referirse al requisito de fidelidad al sistema.

En cuanto a la solicitud planteada en la alzada relacionada con que se le ordene al actor devolver los dineros recibidos a titulo de pensión de invalidez, de conformidad con lo ordenado en el fallo de tutela proferido por el señor Juez Cuarto Administrativo del Circuito de esta ciudad, no se accederá a ello, en primer lugar porque se trata de argumentos que no fueron expuestos en primera instancia por lo que la parte actora no pudo orientar su defensa frente a ello y en caso de admitirse atentarían contra el derecho al debido proceso del señor Eleazar Tovar, y en segundo lugar, porque fueron dineros recibidos por el actor de buena fe, conforme a una orden impartida por una autoridad judicial en sede de tutela, lo que implica que no hubo lugar a engaños o artimañas para lograr el pago de esos dineros, por lo que de ser viable el estudio de esta petición, tampoco se ordenaría el reembolso de los mismos.
6. Conclusión:


Así las cosas, siguiendo la línea jurisprudencial vertida por esta Corporación sobre la materia, habrá de revocarse la decisión de primer grado y en su lugar absolver a la parte demandada. 

La condena en costas de ambas instancias, a cargo de la parte demandante.

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en Nombre de la República de Colombia y por Autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia proferida el 26 de junio de 2009, por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por el señor ELEAZAR TOBAR, contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

SEGUNDO.- En consecuencia, DENEGAR las pretensiones de la demanda por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
TERCERO.- CONDENAR en costas a la parte demandante en ambas instancias. Liquídense por Secretaría

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.
No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
(Impedido)
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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